Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 10 minutos.) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene muchísimo agrado 
de recibir a la señora Senadora Ana Lía Piñeyrúa, quien va a realizar una exposición sobre el proyecto 
de ley presentado por Legisladores del Partido Nacional, relativo a modificaciones a introducir a la ley 
de negociación colectiva. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Señora Presidenta: antes que nada quiero agradecer a los señores Senadores 
la oportunidad que me han dado de asistir tan rápidamente a esta Comisión. Mi pasaje por esta 
Cámara va a ser fugaz y, de no haber sido así, no habría tenido la posibilidad de comentar con ustedes 
este proyecto de ley que originalmente presenté en la Cámara de Representantes. Entonces, dado que 
en este momento integro la Cámara de Senadores, me pareció del caso presentarlo para ver si podía 
urgirse su tratamiento teniendo en cuenta aspectos que todos conocemos, como por ejemplo la 
frustración de una negociación en ocasión de la Conferencia Internacional del Trabajo celebrada en el 
mes de junio en Ginebra; el hecho de que presumiblemente a fines de agosto llegará al país una 
delegación del Departamento de Normas de la OIT; y, también, que el Comité de Libertad Sindical de la 
OIT ha formulado una serie de observaciones al Uruguay. En este sentido, me parece bien que 
tratemos de ajustar la normativa a esas observaciones que, entre otras cosas, están de conformidad 
fundamentalmente con el convenio sobre negociación colectiva y algunos principios que rigen la 
negociación colectiva, preconizados por ese organismo internacional. 


Además, creo que hay que precisar que este ya dejó de ser un conflicto entre empresarios y 
trabajadores. Si bien este procedimiento se inició con un reclamo presentado en febrero de 2009 por la 
Cámara de Industrias del Uruguay y la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, luego 
adquirió vida propia al trasladarse al Gobierno y con todo un proceso cuasi jurisdiccional que lleva 
adelante la Comisión de Expertos, que culminó con una serie de observaciones, generando un 
problema para el Uruguay en tanto Estado miembro de la Organización Internacional del Trabajo. 
Quiere decir que se ha convertido en un problema del Gobierno de Uruguay -que es el interlocutor de 
la Organización- con la OIT. Si ante los reclamos de los empresarios no hubiera habido ninguna 
observación del Comité de Libertad Sindical, simplemente habrían sido desechados y no estaríamos 
enfrentados a esta situación que compromete al Uruguay porque, precisamente, ha ratificado los 
Convenios que involucran el tema de la negociación colectiva y porque, como Estado miembro, está 
obligado además por la Declaración de la OIT sobre los principios y derechos fundamentales en el 
trabajo. Esta Declaración obliga a los Estados miembros, aun cuando estos no ratifiquen los convenios. 
Creo que no sería bueno que Uruguay, que tiene una tradición de respeto de la Organización 
Internacional del Trabajo, mantuviera estas observaciones que, en realidad, no comprometen en 
absoluto el principio general de negociación colectiva con el que ustedes saben que estoy muy de 
acuerdo, tal como se desprende de mis antecedentes en oportunidad de integrar el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, donde justamente intenté que acordáramos un proyecto de ley sobre 
negociación colectiva de carácter tripartito. 


Las medidas que reclama la OIT son, todas, de índole legislativa. Si bien se dirige al 
Gobierno porque es su interlocutor, en definitiva esto va a tener que saldarse en el Parlamento, pues 
se requiere de una modificación legislativa. Por otro lado, no se necesita un consenso pleno con 
respecto a todas las normas, aun cuando la OIT siempre lo recomienda. En lo personal, me parece 
bien que se elaboren en consulta con las organizaciones de empresarios y trabajadores; de todos 
modos insisto en que no se requiere de un consenso en torno a todas las disposiciones en función de 
que si ello fuera así, la falta de consenso podría ser empleada como forma de no respetar los principios 
y derechos fundamentales en el trabajo. Pienso que el ámbito parlamentario es excelente para que, en 
consulta con los empresarios y trabajadores, se puedan introducir estas modificaciones. 


Someramente voy a hacer un racconto sobre qué versan estas observaciones. La 
Organización Internacional del Trabajo planteó algunas reservas respecto al artículo 4% de la Ley de 
Sistema de Negociación Colectiva, en función del derecho de reserva entre las partes sobre la 
información que se maneja en ocasión de la negociación colectiva. También objetó la integración del 


Consejo Superior Tripartito; objetó -diría de forma muy severa- el hecho de que el Consejo Superior 
Tripartito pudiera fijar los niveles de negociación supliendo la voluntad de las partes, porque la OIT 
preconiza expresamente que debe ser escogido en forma libre por ellas; observó que en los Consejos 
de Salarios puedan pactarse condiciones de trabajo en función de la intervención que en ellos tiene el 
Poder Ejecutivo. La OIT entiende que las condiciones de trabajo deben ser pactadas en forma bipartita; 
por lo tanto, la injerencia del Poder Ejecutivo en esta materia, a su entender, no es de recibo. 
Asimismo, ha hecho algunas observaciones respecto a suplir la voluntad de los trabajadores en 
aquellos casos en que no existe, a nivel de empresa, una organización representativa; ha realizado 
alguna observación sobre los alcances de la negociación bipartita; ha dicho que la ultra actividad en los 
convenios colectivos tiene que ser acordada entre las partes y que en caso de ser establecida por la 
ley -como ocurre en este caso- tiene que ser producto del acuerdo entre empresarios y trabajadores, 
cosa que a todas luces en este caso no lo fue. 


Por último, solicita al Gobierno que, en consulta con las organizaciones de trabajadores y 
empleadores, tome todas las medidas pertinentes -incluida la modificación de la ley a que estamos 
haciendo referencia- para dar curso a las conclusiones formuladas en los párrafos anteriores a efectos 
de asegurar la plena conformidad de dicha ley con los convenios ratificados por Uruguay en materia de 
negociación colectiva. El Comité señala este caso llamando la atención de la Comisión de Expertos en 
Aplicación de Convenios y Recomendaciones, que es otro de los órganos de contralor de la OIT. 


Algunos medios de comunicación publicaron que el Gobierno de Uruguay, a pedido de los 
empresarios, tuvo que ir este año a la Comisión de Normas a dar explicaciones sobre los avances en el 
cumplimiento de estas observaciones. Quiero aclarar que a la Comisión de Normas no asiste nadie a 
pedido de nadie. Simplemente, hay una Comisión Tripartita que analiza los casos y selecciona aquellos 
que, a su criterio, merecen ser seguidos por la Comisión de Normas que sesiona durante la 
Conferencia Internacional del Trabajo. 


Reitero que desde el momento en que el Comité de Libertad Sindical hizo estas 
observaciones, este ha dejado de ser un problema entre empresarios y trabajadores para pasar a ser 
del Gobierno del Uruguay para con la Organización Internacional del Trabajo. 


Respecto al proyecto de ley debo decir que contiene dos aspectos que considero importante 
destacar. Uno de ellos -que creo que no está en el ánimo de los Legisladores ni del Poder Ejecutivo- es 
deslindar claramente cuáles son los efectos de la negociación en los Consejos de Salarios -que es 
obligatoria para todas las ramas de actividad y para los representados de quienes están representando 
en los Consejos de Salarios- y la negociación bipartita, que puede ser una negociación en la que se 
pacten condiciones de trabajo y beneficios superiores a los que se acuerden en los Consejos de 
Salarios, que en ningún caso pueden ser obligatorios para toda la rama o sector de la actividad, sino 
que involucran a la organización de trabajadores que negocia con la organización empresarial. Es decir 
que por ninguna vía pueden extenderse los efectos de la negociación bipartita erga omnes, es decir, 
por fuera de los sujetos que negocian. Quería hacer esta mención porque si bien me parece que no 
está en el espíritu de quienes redactaron la ley, el tema no ha quedado suficientemente claro. 


Otro aspecto a considerar es el pronunciamiento del Comité de Libertad Sindical respecto a 
las ocupaciones de los lugares de trabajo. Los señores Senadores recordarán que en el proyecto de 
ley original sobre Sistema de Negociación Colectiva enviado por el Poder Ejecutivo había normas 
sobre ocupación de lugares de trabajo. En este sentido, lo único que hice fue incluir disposiciones que 
no hacen más que reproducir el Decreto del Poder Ejecutivo de 2 de diciembre de 2010, simplemente 
aplicándolo tanto al sector público como al privado, porque me parece que la ocupación de los lugares 
de trabajo es o no es una extensión del derecho de huelga. No puede ser una extensión del derecho 
de huelga para el sector privado y no serlo para el sector público, como podría entreverse si 
permitiéramos que solo estuviera vigente el decreto respecto del ámbito público. 


SEÑOR SOLARI.- Voy a hacer tres preguntas de carácter pragmático con respecto a este tema, dado 
que no lo domino ni mucho menos. 


La primera de ellas es ¿cómo se compatibiliza este proyecto de ley con las observaciones 
que hizo la OIT a la ley vigente? Específicamente, quisiera saber si serían levantadas en caso de que 


se aprobara esta iniciativa. 


La segunda pregunta es ¿qué similitudes o diferencias tiene este proyecto de ley con el 
preacuerdo logrado en recientemente Ginebra entre las Cámaras empresariales, el PIT-CNT y el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que, según tengo entendido, falló por desacuerdo en un solo 
punto vinculado a la cláusula de paz? 


La tercera interrogante es si este proyecto de ley resuelve -en el caso de que así sea, 
quisiera saber también cómo lo hace- esa diferencia que hubo entre las partes, ya que parecería que 
se estuvo muy cerca de lograr un acuerdo que permitiera salir de esta situación. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- A mi entender, este proyecto de ley subsana las observaciones formuladas por 
el Comité de Libertad Sindical. Quiero aclarar que, involuntariamente, omití decir que de todos modos 
solicité a la Cancillería que remitiera esta iniciativa al Departamento de Normas Internacionales de 
Trabajo de la OIT para que se pronunciara sobre su pertinencia y acerca de si, efectivamente, se 
compadece con las observaciones que hizo el Comité de Libertad Sindical. Esto lo hice en el mismo 
momento en que presenté el proyecto de ley en la Cámara de Representantes y hasta la fecha no he 
recibido ninguna respuesta del Departamento de Normas, lo que realmente me llama la atención. 
Concretamente, cursé un pedido de informes a la Cancillería preguntando en qué fecha envió el 
proyecto de ley al Departamento de Normas Internacionales del Trabajo de la OIT y, en el caso de no 
ser así, cuáles fueron los argumentos para no hacerlo. En realidad, en tanto miembro de un Poder del 
Estado y representante de un Partido importante de la oposición, tengo legitimidad para pedir la opinión 
de este Departamento. Pienso que si obtuviéramos un pronunciamiento de esa naturaleza, se 
legitimaría lo que, creo, es una forma de cumplir con la decisión del Comité de Libertad Sindical. 


Con relación a la segunda pregunta del señor Senador, quiero aclarar que no conozco el 
preacuerdo al que se llegó en Ginebra. He procurado conseguirlo pero todavía no lo tengo; la verdad 
es que redacté el proyecto de ley y lo presenté en la Cámara de Representantes en marzo de este año. 
No sé si hay coincidencias; seguramente, las debe haber porque lo que se busca es contemplar las 
observaciones de la OIT, por lo que seguramente, más lejos o más cerca, deben estar dentro del 
mismo marco. 


En cuanto a la cláusula de paz -a la que omití referirme- hice una adecuación a pesar de que 
no está comprendida en el pronunciamiento que la OIT elevó al Sistema de Negociación Colectiva, 
porque me parecía que la redacción de la ley vigente omite un aspecto que considero importante. No 
obstante, de acuerdo a lo que leí en la prensa sobre las objeciones que la Central tiene respecto a 
esta cláusula, considero que no serviría para llegar a un acuerdo. Creo que luego de que uno arriba a 
un acuerdo, no debe poner en práctica medidas sindicales, no solo contra lo que está expresamente 
acordado, sino también contra aquello que ha sido materia de transacción. Muchas veces se ponen 
varias reivindicaciones arriba de la mesa y luego, a través de las concesiones recíprocas, se llega a un 
acuerdo en el que no todo queda plasmado. 


Debo decir que el tema de las cláusulas de paz no es una novedad de la ley vigente, sino 
que ha sido de estilo pactarlas en los convenios colectivos que se celebran. La única diferencia es que 
en este caso se le está adjudicando rango legal. Además, corregí el término “rescisión” de los 
convenios colectivos porque no es el concepto adecuado, ya que, en realidad, los convenios se 
denuncian y no se rescinden por incumplimiento. 


Creo que había otro extremo que obstaculizó el acuerdo, que es el tema de la ultraactividad, 
es decir, que el convenio siga teniendo efectos más allá de la fecha de su vigencia. En ese caso el 
Comité de Libertad Sindical -hace un minuto lo expliqué- tiene un pronunciamiento muy claro en cuanto 
a que la ultraactividad no existe, salvo que las partes lo acuerden o que lo establezca la ley a través de 
un acuerdo tripartito. 


SEÑOR RUBIO.- Vamos a contar con la visión de la OIT y tengo claro que hay preocupación por salir 
de este problema, sin olvidar que se estuvo cerca de hacerlo en Ginebra. 


Respecto al proyecto de ley -confieso que todavía no hemos tenido tiempo de estudiarlo- 
celebro que haya un interés común por la cuestión de la negociación colectiva porque, en realidad, el 
Uruguay tiene historia en este tema, ya que se vio afectado en la década de los noventa, a raíz de lo 
cual nos quedamos sin negociación colectiva. Luego se retomó y creo que fue un avance notable 
desde el punto de vista del relacionamiento de los actores, es decir, entre los empresarios, los 
trabajadores, el Estado y la sociedad, que ha ganado mucho desde este punto de vista. Pienso que 
hay distintos enfoques porque, en realidad, hay agendas de los empresarios, de los trabajadores y del 
Gobierno que a veces no son coincidentes. Entonces, desde el punto de vista del proyecto -supongo 
que después citaremos al Ministerio y a las organizaciones de trabajadores y de empresarios- me 
gustaría saber cuáles son los puntos centrales a juicio de la señora Senadora, porque veo que hay un 
conjunto de correcciones o aclaraciones que tienen otro alcance. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Centré mi exposición en las observaciones al proyecto y me guié por el 
Dictamen N* 2.699 de marzo de 2010 de la Comisión de Libertad Sindical de la OIT, más allá de que 
hice algunas precisiones que me pareció que clarificaban el texto. 


Respecto al tema de la reserva, recuerdo que fue algo que trancó el proyecto de ley cuando 
fui Ministra. En el año 1996 creamos un ámbito tripartito para negociar una iniciativa de negociación 
colectiva y una de las cláusulas que trancó el proyecto fue el deber de reserva. La OIT plantea una 
clarificación del texto. 


El artículo 2” lleva implícita la obligación de reserva porque, si no, es muy difícil determinar 
cuándo debe haber reserva, quien la determina y cuáles son las sanciones. Creo que si no hay una 
sanción a la violación de la obligación de reserva es difícil que ella pueda respetarse. Aquí hay 
sanciones para ambas partes: las denuncias al respectivo convenio por parte de quien resulte 
damnificado, que puede ser el empresario o el trabajador, la configuración de notoria mala conducta 
para el despido, si es el trabajador el que violenta la reserva y los daños y perjuicios derivados de la 
violación del deber de reserva. 


El artículo 3* refiere, puntualmente, a la integración del Consejo Superior Tripartito. En este 
caso la OIT dice que el Poder Ejecutivo no puede tener mayoría y propone que los empresarios, los 
trabajadores y el Gobierno tengan igual representación y un Presidente independiente que sea 
designado, si fuera posible, de común acuerdo entre empresarios y trabajadores. 


A mi juicio, el artículo 4* clarifica el tema. La ley vigente otorga al Consejo Superior 
Empresarial la facultad de designar a los negociadores pero, en realidad, esto debe quedar constreñido 
a los negociadores en la negociación colectiva. La negociación bipartita es libre, voluntaria y vincula 
solamente a las partes que negocian; por lo tanto, los negociadores no pueden ser designados por el 
Poder Ejecutivo. 


El artículo 5% responde a una observación del Comité de Libertad Sindical, que dice que el 
nivel de negociación debe ser escogido libremente por las partes. 


Considero muy importante lo que establece el artículo 7* porque, si bien no forma parte del 
conjunto de observaciones de la OIT, a mi juicio clarifica los ámbitos que corresponden a los Consejos 
de Salarios y a la negociación bipartita. Cabe aclarar que la negociación bipartita puede estar 
planteada a nivel de empresa o de sindicato de rama, pero no en el ámbito de los Consejos de 
Salarios; por lo tanto, no se extiende a toda la rama o cadena productiva. 


El artículo 9% es importante porque, a través de él, se sigue uno de los pronunciamientos del 
Comité de Libertad Sindical relativo a la representación de los trabajadores de una empresa que 
carece de un sindicato organizado. Entonces, con el fin de ajustar esto a las observaciones de la OIT, 
propongo que se opte por otorgar legitimación para negociar al sindicato de nivel superior o a los 
delegados electos por los propios trabajadores. Asimismo, planteo que la forma de representación y la 
elección de delegados, si correspondiere, se decidirán por el voto secreto de la mayoría de los 
trabajadores de la empresa. 


El artículo 11, que complementa lo establecido en normas anteriores, establece con claridad 
a quiénes alcanza el convenio colectivo acordado en forma bipartita. 


El artículo 12 regula la no ultraactividad y determina que la vigencia del convenio colectivo se 
establecerá por el acuerdo de las partes. Dicho de otra manera: se otorga facultad a las partes de 
pactar la prórroga expresa o tácita. A continuación, se hace mención a algunas causales de denuncia 
del convenio que no están reguladas en la ley vigente. 


Luego se hace referencia a la cláusula de paz -sobre este aspecto lo único que hice fue 
ajustar la redacción- y a la ocupación de los lugares de trabajo. 


SEÑORA DALMÁS.- Quiero plantear una duda con relación al artículo 13 referido al artículo 21 de la 
cláusula de paz. Según el proyecto de la señora Senadora, durante la vigencia de los convenios 
colectivos no se adoptarán medidas de carácter sindical por temas salariales o que integraron la 
negociación previa a la suscripción del respectivo convenio aunque no hayan sido objeto de acuerdo 
entre las partes. En lo personal, no me queda claro por qué durante la vigencia de los convenios 
colectivos se establece que no se adoptarán medidas sindicales y se modifica el hecho de que ambas 
partes estén obligadas a no tomar medidas o acciones que modifiquen lo pactado. Recuerdo que en 
los convenios colectivos en general se habla de las partes que quedan obligadas a no tomar acciones 
sindicales ni empresariales, que las hay. 


Por lo tanto, me gustaría saber por qué solo se obliga a la parte sindical. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- En este momento no tengo presente el texto vigente, pero creo que se refiere 
solo a las medidas de carácter sindical. 


SEÑORA DALMÁS..- El texto del artículo 21 de la Ley N* 18.566 dice que durante la vigencia de los 
convenios que se celebren, las partes se obligan a no promover acciones que contradigan lo pactado ni 
aplicar medidas de fuerza de ningún tipo por este motivo, etcétera. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Ese es un error de mi parte. No hay problema. 


En realidad, la modificación que propongo no se vincula con eso. Obviamente, los temas 
salariales son objeto de los consejos de salarios, o sea que hay un acuerdo. Sin embargo, hay veces 
en que en el acuerdo no se reflejan cuestiones previas que fueron planteadas durante la negociación y 
que se transan, pero que fueron objeto de discusión. Es por eso que las incluyo dentro de lo que puede 
ser la cláusula de paz, exceptuando, por supuesto, las medidas de carácter nacional decretadas por la 
central sindical o el sindicato del ramo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por último, quería decir que me parece muy importante que se haya 
presentado un proyecto de ley de modificación. 


Por nuestra parte, habíamos pensado que a la luz de la práctica de la vigencia de esta ley 
podría haber modificaciones, tal vez no en los mismos términos que plantea este proyecto de ley -que 
son dignos de estudio- sino en otros aspectos en que la vida ha demostrado que no están funcionando 
como deberían. Es por ello que nos parece interesante revisar esta iniciativa. 


Agradecemos a la señora Senadora que nos esté fundamentando tan detalladamente este 
proyecto de ley. A su vez, esperamos poder consultarla cuando lo estudiemos en forma más precisa, 
aun cuando ella no esté en el Senado. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Les agradezco muchísimo que me hayan dado esta oportunidad. 


SEÑOR SOLAR!I.- Deseo plantear una cuestión de redacción muy menor. 


En el artículo 12 del proyecto de ley, donde se habla de la vigencia, se establece que la 
duración de los convenios colectivos será acordada por las partes, las que también podrán determinar 
la prórroga. Sugiero que a continuación diga “expresa o tácita de su vigencia”. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- ¿Pero no lo dice? 

SEÑOR SOLARI.- No, señora Senadora. Dice “expresa tácita”. 

SEÑORA PIÑEYRÚA.- Faltó poner la “o”, pero en el proyecto de ley original sí está. 
SEÑOR SOLARI.- Sería bueno ponerlo en el texto comparativo. 

SEÑORA PIÑEYRÚA.- Por supuesto, señor Senador. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Es un error de digitación. 

SEÑOR SOLARI.- Nada más, señora Presidenta. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Les agradezco muchísimo esta oportunidad. Creo que es bueno que podamos 
debatir sobre estas modificaciones para poder contemplar las observaciones del Comité de Libertad 
Sindical que, a mi juicio, no cercenan en modo alguno el ejercicio de la negociación colectiva en los 
términos en que actualmente está planteada. Por el contrario, me parece que mejora el marco legal; 
todos tendríamos que ponernos de acuerdo, ya sea en este texto o en cualquiera que se ajuste a lo 
que la OIT nos está recomendando y que propende a la preservación del cumplimiento de los 
convenios y de los principios internacionales en materia de trabajo. 


Muchas gracias. 


(Se retira de Sala la señora Senadora Piñeyrúa) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


